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SENTENCIA

Vilalba, diez de mayo de dos mil veintidés.
Vistos por Maria Purificacién Prieto Picos, Juez del
Juzgado de Primera Instancia e Instruccidén n°2 de Vilalba, 1los

autos de juicio ordinario [JJ/2022, seguidos a instancia de

e e e representado procesalmente por la
procuradora ||| HE B @ 2sistido por el letrado
José Basanta Collazo, contra WIZINK BANK, S.A representada

procesalmente por la procuradora [ ] N T B
asistida por el letrado | G :ob:rc nulidad de

condiciones generales de la contratacidn

ANTECEDENTES DE HECHO




PRIMERO. - En fecha de 10 de enero de 2022, la
representacién procesal de || :crpuso demanda
de Jjuicio ordinario contra WIZINK BANK, S.A por la que
solicitaba que se declarase la nulidad, por usurario y por
falta de transparencia, del tipo de interés remuneratorio del
contrato de tarjeta de crédito suscrito por el demandante en
fecha de 01/09/2000. Alternativamente, solicita que se declare
la nulidad de 1la cléusula del interés remuneratorio por no
superar el control de incorporacién y/o transparencia.
Consiguientemente, solicita que se condene a la demandada a la
devolucidén de las cantidades indebidamente cobradas a la parte
actora en aplicacién de la citada cléusula. Todo ello, con los
intereses legales desde la interposicién de la demanda y los
intereses del art. 576 LEC.

SEGUNDO.- Admitida a trédmite la demanda, se emplazdé a la
demandada para contestar a la misma, lo cual hizo mediante
escrito de 16 de marzo de 2022.

TERCERO.- Convocadas las partes a la audiencia previa,
ésta tuvo lugar el dia 9 de mayo de 2022. Comparecidas ambas
partes, éstas se afirmaron y ratificaron en sus respectivos
escritos. A continuacidén, se resolvid sobre la peticidn de
suspensidédn por prejudicialidad civil, en el sentido de
desestimarla. Asi mismo, las dos partes propusieron prueba
documental. Tras su admisidén, las partes formularon oralmente
conclusiones, quedando los autos vistos para sentencia.

CUARTO. - En este procedimiento, se han observado
sustancialmente todas las prescripciones legales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- La parte actora solicita que se declare 1la
nulidad del contrato de tarjeta de crédito suscrito por
usurario y por falta de transparencia del tipo de interés
remuneratorio del contrato de tarjeta de crédito suscrito por
el demandante en fecha de 01/09/2000 por usurario y falta de
transparencia, condenando a la demandada a restituir a la
actora la suma de las cantidades percibidas en la vida del
crédito que excedan del capital dispuesto por la demandante.
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Todo ello, <con obligacién de 1la demandada de aportar un
extracto global con dicho calculo en el que se refleje el
importe efectivamente dispuesto por el cliente y los intereses
generados y pagados por el mismo.

La parte demandada se opone a la pretensidédn de contrario.
En sintesis, niega el caracter usurario del préstamo asi como
la falta de transparencia de las cldusulas insertas en el
contrato. Asi mismo, impugna la cuantia del procedimiento,
considerando que es facilmente determinable.

SEGUNDO.- Impugnacién de la cuantia.

La parte actora fija la cuantia del procedimiento como
indeterminada.

A la vista de que la pretensidén ejercitada versa sobre la
nulidad de un contrato de crédito revolving, no siento las
cantidades reclamadas facilmente determinables para el
demandante, teniendo la demandada la facilidad y
disponibilidad para dicho célculo, considero que la cuantia de
la demanda es indeterminada, debiendo concretarse en ejecucidn
de sentencia conforme a las bases que se diran.

TERCERO.- En el caso gque nos ocupa, es claro que el
prestatario ostenta la condicidén de consumidor. En relacidén a
ello, 1la Directiva 93/13/CEE, de 5 de abril establece 1la
nulidad de las cléausulas abusivas en los contratos celebrados
con los consumidores y usuarios. Esta norma ha sido traspuesta
a nuestro ordenamiento juridico en virtud del TRLGDCU 1/2007,
de 16 de noviembre. EI1 art. 83.1 TRLCU reitera que las
clausulas abusivas son nulas de pleno derecho y se tendran por
no puestas. Segun el art.82 TRLCU, “se consideran abusivas
todas las <clausulas no negociadas individualmente vy todas
aquellas préacticas no consentidas expresamente que, en contra
de las exigencias de la buena fe, causen en perjuicio del
consumidor un desequilibrio importante de 1los derechos vy
obligaciones de las partes que se derive del contrato. El art.
2 TRLCU extiende el ambito de aplicacién de dicho texto a las
relaciones entre consumidores o usuarios y empresarios.

De la documentacidén aportada, resulta que el demandante
suscribié un contrato de tarjeta de crédito con la entidad
demandada el 07/09/2000 (documento 2 de la contestacidn a la
demanda) .




El contrato de crédito concertado entre las partes aparece
en un documento preimpreso, acompafiado de un cuadro de
condiciones generales. La primera pagina, en su parte
superior, se limita a consignar los datos ©personales,
profesional vy bancarios del solicitante de 1la tarjeta. E1
documento contractual firmado no contiene ninguna regulaciédén
sobre el cobro de comisiones, modo de cédlculo del interés
aplicable, etc. Antes al contrario, se limita a hacer una
remisién a las condiciones generales predispuestas por la
entidad de crédito.

Asi las cosas, las condiciones generales regulan todos 1los
extremos, 1incluidos elementos esenciales del contrato (cobro
de comisiones, modo de céalculo del interés aplicable, etc),
sin que el condicionado particular contenga ninguna regulacién
sobre ello. Concretamente, la condicién general 7, se ocupa de
los Y“intereses, gastos vy comisiones”. El1 punto 3 de dicha
condicién reza establece que “la TAE de la tarjeta es del
2079%”. Las condiciones generales aparecen impresas con letra
diminuta (aunque 1legible), pero muy Jjunta y entremezcladas
entre si, haciendo muy dificil su lectura y comprensioén.

La parte demandante alega que la clausula de interés
remuneratorio es nula, tanto por falta de transparencia como
por considerar abusivo por usurario el mismo.

Sentado lo anterior, debe recordarse que existen
determinadas cléausulas (como las que prevén los 1intereses
remuneratorios) que quedan excluidas del control de contenido,
dado su caracter de elemento esencial del contrato; ahora
bien, ello no impide que las mismas sean objeto de control por
la via de inclusidén y de transparencia de acuerdo con 1los
articulos 5 y 7 de la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre
condiciones generales de contratacidén. En este sentido se
pronuncian las SSTS 406/2012, de 18 de junio, y 241/2013, de 9
de mayo que, con Jjustificacidén en el art. 4.2 de la Directiva
93/13, seflalan que aunque el control de contenido no puede
referirse a la definicidén del objeto principal del contrato ni
a la adecuacidén entre precio vy retribucidén, ello lo es
“...siempre que dichas clausulas se redacten de manera clara y
comprensible”.

Por lo tanto, parece que si es posible el control de
abusividad de wuna cléausula relativa al ©precio y a la




ADMINISTRACION
DE JUSTICTA

e

ADMINISTRACION
DE XUSTIZA

contraprestacién cuando no es transparente. Sobre qué se
entiende por transparencia, las SSTS 406/12, de 18 de junio y

A\

241/13, de 9 de mayo han sefialado que es aquella que “...tiene
por objeto que el adherente <conozca o pueda conocer con
sencillez tanto la 'carga econdmica' que realmente supone para
él el contrato celebrado, esto es, la onerosidad o sacrificio
patrimonial realizada a cambio de la prestacidén econdmica que
se quiere obtener, como la 'carga Jjuridica' del mismo, es
decir, la definicién clara de su posicidén Jjuridica tanto en
los presupuestos o elementos tipicos que configuran el
contrato celebrado, como en la asignacidén o distribucidn de
los riesgos de la ejecucidédn o desarrollo del mismo”. Si hay
una forma de contratacidén que se somete al pardmetro del
control de transparencia es, sin duda, la contratacidén de
adhesién con consumidores donde rige la autonomia de la
voluntad de los contratantes respecto del precio vy la
contraprestacidén que presupone la plena capacidad de eleccidn
entre las diferentes ofertas existentes en el mercado, para lo
cual es preciso que el consumidor tenga un conocimiento cabal
% completo del precio % de las condiciones de la
contraprestacién antes de la celebracidén del contrato. Es por
ello que la jurisprudencia seflalada ha valorado la ausencia de
una informacidén suficiente por parte de la entidad financiera
banco y de sus consecuencias y la 1inclusién de elementos
propios del ©precio ocultos o disimulados entre clausulas
financieras al entender que en estos casos Sse provoca una
alteracién subrepticia del precio del crédito, sobre el que
los prestatarios creian haber dado su consentimiento a partir
de una suficiente y adecuada informacidén proporcionada por el
banco en la fase precontractual. Por tanto, en caso de gque por
un defecto de transparencia las clausulas relativas al objeto
principal del contrato no pudieran ser conocidas y valoradas
antes de su celebracidén, faltaria la base para la exclusidn
del control de contenido, que es la exlistencia de
consentimiento. Por eso, el control de transparencia a la
postre supone la valoracién de cémo una cliusula contractual
ha podido afectar al precio y a su relacién con la
contraprestacién de una manera que pase inadvertida al
consumidor en el momento de prestar su consentimiento,
alterando de este modo el acuerdo econdmico que creia haber
alcanzado con el empresario, a partir de la informacidén que
aquel le proporciondé. En relacidén a todo ello, la STJUE de 30
de abril de 2014 (C-26/13) establece que “la exigencia de




transparencia de las cléusulas contractuales establecida por
la Directiva 93/13 no puede reducirse sbélo al caréacter

comprensible de éstas en un plano formal y gramatical” (ap.
71), sino que “esa exigencia debe entenderse de manera
extensiva” (ap. 72). En el caso al que se referia la STJUE, en

que la cldusula controvertida contenia un mecanismo de
conversién de la divisa extranjera, el TJUE concluye que “la
exigencia de que una cléusula contractual debe redactarse de
manera clara y comprensible gramaticalmente se ha de entender
como un obligacidén no sdélo de que la clidusula considerada sea
clara y comprensible para el consumidor, sino también de gue
el contrato exponga de manera transparente el funcionamiento
concreto del mecanismo de conversién de la divisa extranjera
al que se refiere la cléusula referida, asi como la relaciédn
entre ese mecanismo y el ©prescrito por otras cléausulas
relativas a la entrega del préstamo, de forma que ese
consumidor pueda evaluar, basandose en criterios precisos vy
comprensibles, las consecuencias econdémicas derivadas a su
cargo” (ap. 73). En el mismo sentido véase también la STJUE de
23 de abril de 2015.

CUARTO.- En el aspecto puramente formal, la letra de las
condiciones generales de la solicitud de tarjeta crédito
resulta ciertamente diminuta y  muy junta, apareciendo
entremezcladas, lo cual hace muy dificil su lectura vy
conocimiento de las condiciones del contrato tras su lectura.

Las condiciones generales 1impresas en el contrato de
tarjeta, dificilmente, superan cualquier control de
transparencia o no abusividad.

Debe existir un contrato o un documento precontractual que
explique el funcionamiento de la relacidédn contractual para que
el consumidor conozca cébmo se van a producir los cobros por
las disposiciones que realice. Y ese documento debe ser
concreto, claro y sencillo. Muchos de 1los usuarios de este
tipo de créditos no saben gqué conceptos abonan. En el caso
enjuiciado, el condicionado particular del contrato no refleja
el tipo de interés aplicable a las operaciones realizadas con
la tarjeta, figurando en el cuadro de condiciones generales.

Cabe concluir que la demandada no ha facilitado
informacién previa, de forma sencilla vy comprensible al
cliente sobre la forma en que se producirian los cobros por
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las disposiciones que realizase. La entidad bancaria ha tenido
oportunidad de aportar documentacidén relativa a los extremos
aludidos, por otra parte, la facilidad probatoria.

Pese a ello, ha prescindido de aportar la més minima prueba

teniendo,

sobre este extremo.

El condicionado general del contrato, incluida la cléusula

interés remuneratorio, no supera el control de
Todo ello,

en fase precontractual, 1la

que fija el
transparencia en su otra faceta menos formal. unido

a qgue no se ha acreditado que,

demandante fuera debidamente informada, determina gque no se
entienda superado el filtro de transparencia vy gque 1las
clédusulas relativas a los intereses remuneratorios y
comisiones deban de tenerse por no puestas, con lo que, a su

vez, deviene ficticia la declaracidédn de conocimiento vy

aceptacién de la condicidén relativa al célculo de 1los

intereses remuneratorios y comisiones, por ende, abusiva.

Aun cuando en las condiciones generales, se regule el
coste del <crédito vy comisiones, el documento contractual
firmado no contiene ninguna regulacidén sobre cobro de
comisiones, modo de cédlculo del interés aplicable, etc

(recordemos que el condicionado particular solo contiene 1la

regulacién de 1los extremos referidos a las circunstancias

personales, profesionales y datos bancarios del prestatario).

Como se ha dicho, el contrato se limita a contener impresos
los datos de identificacién del prestatario y la firma de éste

en lo que atafie al contrato de tarjeta de crédito.

Asi pues, analizado el contenido literal de las cléausulas

expresadas y conjugandolas con las exigencias que resultan de

la fundamentacidén arriba expuesta, solo cabe concluir el
caradcter abusivo de las <cléusulas referenciadas por su
inadecuada redaccidén contractual, concluyendo que ni su

redaccidédn es clara y comprensible para el consumidor ni el
documento en su conjunto permite conocer de forma precisa el
precio del crédito a lo largo de su vida e incidencias. En
consecuencia, las clausulas referidas no superan el necesario
control de transparencia, dificultando la comprensién para un
consumidor medio, sin conocimientos en la préactica financiera.
dichas cldusulas causan un desequilibrio importante
de partes del

de la buena fe y en

Y, ademés,

entre los derechos y obligaciones derivados

contrato, en contra de las exigencias

detrimento del consumidor.




QUINTO.- En cualguier caso, el interés fijado en la
condicién general 7.3 debe considerarse, igualmente, abusivo

por usurario. Segun la <citada clausula, se establece un
interés TAE 20,9%. De los extractos aportados por la

demandada, se aprecia que, 1incluso, durante la vida del
contrato, se ha producido una modificacidén unilateral del tipo
aplicable. Consta que, en el afio 2008, se aplicdé una TAE 23’9%
(para disposiciones en cajeros) y 22'9% (para todas las demés

operaciones); en el afio 2009, se aplicdé una TAE del 25’9%
(para disposiciones en cajeros automédticos), 2579% (para
transferencias de fondos) y 24'9% (para el resto de
operaciones); en 2013, se aplicd un TIN del 25’13% ; en el afio

2018, se aplica un TIN del 24%; pasando a aplicar un TIN 20%
en el afio 2020. Con independencia de ello, aun cuando en la
actualidad un interés TAE del 20’9% para tarjetas de crédito
pudiera considerarse no usurario, no podemos obviar que el
contrato que nos ocupa fue suscrito el 07/09/2000, fecha en la
que no aparecen publicados oficialmente por el Banco de Espafia
los tipos medios aplicados a los contratos de tarjeta de
crédito.

El articulo 1.1, parrafo primero, de la Ley de 23 de julio
de 1908 establece: "Serda nulo todo contrato de préstamo en que
se estipule un interés notablemente superior al normal del
dinero )% manifiestamente desproporcionado con las
circunstancias del caso o en condiciones tales que resulte
aquél Jleonino, habiendo motivos para estimar que ha sido
aceptado por el prestatario a causa de una situacion
angustiosa, de su 1Inexperiencia o delo limitado de sus
facultades mentales". Segun dispone en su articulo 9, dicha
Ley se aplicard a toda operacidn sustancialmente equivalente
aun préstamo de dinero, cualesquiera que sea la forma que
revista el contrato y la garantia que para su cumplimiento se
haya ofrecido”.

La STS 628/2015, de 25 de noviembre, indica: "Aungque en el
caso objeto del recurso no se trataba propiamente de un
contrato de préstamo, sino de un crédito del que el consumidor
podia disponer mediante 1llamadas telefdédnicas, para dgque se
realizaran 1ingreso sen su cuenta bancaria, o mediante el uso
de una tarjeta expedida por la entidad financiera, le es de
aplicacién dicha ley, y en concreto su art. 1, puesto que el
art. 9 establece: "lo dispuesto por esta Ley se aplicard a
toda operacidédn sustancialmente equivalente a un préstamo de
dinero, cualesquiera que sean la forma que revista el contrato
y la garantia que para su cumplimiento se haya ofrecido”. La
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flexibilidad de la regulacidén contenida en la Ley de Represidn
de la Usura ha permitido que la Jjurisprudencia haya ido
adaptando su aplicacidén a las diversas circunstancias sociales
y econdbmicas. En el caso objeto del recurso, la citada
normativa ha de ser aplicada a una operacidén crediticia que,
por sus caracteristicas, puede ser encuadrada en el ambito del
crédito al consumo".

Se indica en dicha sentencia por el Tribunal Supremo que:
"E1l interés con el que ha de realizarse la comparacidén es el
"normal del dinero". No se trata, por tanto, de compararlo con
el interés legal del dinero, sino con el interés "normal o
habitual, en concurrencia con las circunstancias del caso y la
libertad existente en esta materia". Para establecer lo que se
considera "interés normal" puede acudirse a las estadisticas
que publica el Banco de Espafia, tomando como base 1la
informacién que mensualmente tienen que facilitarle las
entidades de crédito sobre los tipos de interés que aplican a
diversas modalidades de operaciones activas y  pasivas
(créditos y préstamos personales hasta un afio y hasta tres
afios, hipotecarios a mas de tres afios, cuentas corrientes,
cuentas de ahorro, cesiones temporales, etc.). Esa obligacidn
informativa de las entidades tiene su origen en el articulo
5.1 de los Estatutos del Sistema Europeo de Bancos Centrales y
del Banco Central Europeo (BCE), gque recoge la obligacién de
este Ultimo, asistido por los bancos centrales nacionales, de
recopilar la informacidén estadistica necesaria través de los
agentes econdmicos. Para ello, el BCE adoptdé el Reglamento
(CE) n° 63/2002, de 20 de diciembre de 2001, sobre
estadisticas de los tipos de interés que las instituciones
financieras monetarias aplican a los depdsitos y a los
préstamos frente a los hogares vy a las sociedades no
financieras; y a partir de ahi, el Banco de Espafia, a través
de su Circular 4/2002,de 25 de Jjunio, dio el obligado
cumplimiento al contenido del Reglamento, con objeto de poder
obtener de las entidades de crédito la informacidn
solicitada".

La sentencia antes citada razona que Ya partir de 1los
primeros afios cuarenta, la jurisprudencia de esta Sala volvid
a la linea Jjurisprudencial inmediatamente posterior a la
promulgacidén de la Ley de Represidén de la Usura, en el sentido
de no exigir que, para que un préstamo pudiera considerarse




usurario, concurrieran todos los requisitos objetivos vy
subjetivos previstos en el art.lde la ley".

En el caso enjuiciado, la entidad financiera que concedid
el crédito “revolving” no ha Jjustificado la concurrencia de
circunstancias excepcionales que expliquen la estipulacidén de
un interés notablemente superior al normal en las operaciones
de crédito al consumo. Generalmente, las circunstancias
excepcionales que pueden Justificar un tipo de interés
anormalmente alto estdn relacionadas con el riesgo de 1la
operacién. Cuando el prestatario wva a wutilizar el dinero
obtenido en el ©préstamo en una operacidén especialmente
lucrativa pero de alto riesgo, estd justificado que quien le
financia, al igual que participa del riesgo, participe también
de los altos beneficios esperados mediante la fijacidén de un
interés notablemente superior al normal. Aunque las
circunstancias concretas de un determinado préstamo, entre las
que se encuentran el mayor riesgo para el prestamista que
pueda derivarse de ser menores las garantias concertadas,
puede justificar, desde el punto de vista de la aplicacidn de
la Ley de Represidén de la Usura, un interés superior al que
puede considerarse normal o medio en el mercado, como puede
suceder en operaciones de <crédito al consumo, no puede
justificarse una elevacidn del tipo de interés tan
desproporcionado en operaciones de financiacién al consumo
como la que ha tenido lugar en el caso gue nos ocupa, Ssobre la
base del riesgo derivado del alto nivel de impagos anudado a
operaciones de crédito al consumo concedidas de un modo &agil y
sin comprobar adecuadamente la capacidad de pago del
prestatario, por cuanto que la concesidén irresponsable de
préstamos al consumo a tipos de interés muy superiores a los
normales, que facilita el sobreendeudamiento de los
consumidores y trae como consecuencia gue quienes cumplen
regularmente sus obligaciones tengan que cargar con 1las
consecuencias del elevado nivel de impagos, no puede ser
objeto de proteccidédn por el ordenamiento juridico".

En relacidén a la cuestidn anterior, el Tribunal Supremo,
en sentencia de Pleno de 4 de marzo de 2020, ha sefalado:
“Para determinar la referencia que ha de utilizarse como
«interés normal del dinero» para realizar la comparacidn con
el interés cuestionado en el litigio y wvalorar si el mismo es
usurario, debe utilizarse el tipo medio de 1interés, en el
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momento de celebracién del contrato, correspondiente a 1la
categoria a la que corresponda la operacidén crediticia
cuestionada. Y si existen categorias mas especificas dentro de
otras mas amplias (como sucede actualmente con la de tarjetas
de crédito y revolving, dentro de la categoria més amplia de
operaciones de crédito al consumo), deberd utilizarse esa
categoria mas especifica, con la que la operacidén crediticiam
cuestionada presenta més coincidencias (duracién del crédito,
importe, finalidad, medios a través de los cuadles el deudor
puede disponer del crédito, garantias, facilidad de
reclamacidén en caso de impago, etc.), pues esosS rasgos comunes
son determinantes del precio del crédito, esto es, de la TAE
del interés remuneratorio”.

La sentencia referida afiade que, “en consecuencia, la TAE
del 26,82% del crédito revolving ha de compararse con el tipo
medio de 1interés de las operaciones de crédito mediante
tarjetas de crédito y revolving de las estadisticas del Banco
de Espafia, que, segun se fijé en 1la instancia, era algo
superior al 20%, por ser el tipo medio de las operaciones con
las qgue mas especificamente comparte <caracteristicas 1la
operacidén de crédito objeto de la demanda. Al tratarse de un
dato recogido en las estadisticas oficiales del Banco de
Espana elaboradas con base en los datos que le son
suministrados por las entidades sometidas a su supervisidn, se
evita que ese «interés normal del dinero» resulte fijado por
la actuacidén de operadores fuera del control del supervisor
que apliquen unos intereses claramente desorbitados”.

Respecto al indice tomado como referencia en concepto de
“interés normal del dinero” en su sentencia de 25 de noviembre
de 2015, el Tribunal Supremo aclara en la sentencia de 4 de
marzo de 2020: “La diferencia entre el indice tomado como
referencia en concepto de «interés normal del dinero» y el
tipo de interés remuneratorio del crédito revolving objeto de
la demanda era mayor dgque la existente en la operacidén de
crédito objeto de este recurso. Sin embargo, también en este
caso ha de entenderse que el interés fijado en el contrato de
crédito revolving es notablemente superior al normal del
dinero % manifiestamente desproporcionado con las
circunstancias del <caso vy, por tanto, wusurario, por las
razones dJue se exponen en los siguientes parrafos. El1 tipo
medio del que, en calidad de «interés normal del dinero», se

11




parte para realizar la comparacién, algo superior al 20%
anual, es ya muy elevado. Cuanto méds elevado sea el indice a
tomar como referencia en calidad de «interés normal del
dinero», menos margen hay para incrementar el precio de la
operacién de crédito sin incurrir en usura. De no seguirse
este criterio, se daria el absurdo de que para gque una
operacién de crédito revolving pudiera ser considerada
usuraria, por ser el interés notablemente superior al normal
del dinero y desproporcionado con las circunstancias del caso,
el interés tendria que acercarse al 50%. Por tal razdn, una
diferencia tan apreciable como la que concurre en este caso
entre el indice tomado como referencia en calidad de «interés
normal del dinero» y el tipo de interés fijado en el contrato,
ha de considerarse como «notablemente superior» a ese tipo
utilizado como indice de referencia, a los efectos que aqui
son relevantes”.

La STS de 4 de marzo de 2020, tal como ya habia sentado en
su sentencia de 25 de noviembre de 2015, finaliza diciendo que
“no puede justificarse la fijacién de un interés notablemente
superior al normal del dinero por el riesgo derivado del alto
nivel de impagos anudado a operaciones de crédito al consumo
concedidas de un modo 4&gil (en ocasiones, afiadimos ahora,
mediante técnicas de comercializacién agresivas) y sin
comprobar adecuadamente la capacidad de pago del prestatario,
pues la concesién irresponsable de préstamos al consumo a
tipos de interés muy superiores a los normales, que facilita
el sobreendeudamiento de los consumidores, no puede ser objeto
de proteccidén por el ordenamiento Juridico. Por tanto, la
Jjustificacidén de esa importante diferencia entre el tipo medio
aplicado a 1las tarjetas de <crédito vy revolving no puede
fundarse en esta circunstancia”.

Igualmente, la SAP de Lugo de 25 de abril de 2018 declara
usurario el interés sefialando: “El tipo de interés del 18,9%
(TAE) fijado en el contrato de tarjeta de crédito de 31 de
agosto de 2006 y luego del 26,9 %, modificado unilateralmente
en el afio 2009, es notablemente superior al normal del dinero
y manifiestamente desproporcionado con las circunstancias del
caso. La comparacién del TAE fijado en la operacidén y el
interés medio de los préstamos al consumo en el afo 2006,
fecha en que fue concertado el crédito, que era de 9,75%, nos
permite afirmar que el 1interés estipulado es notablemente
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superior al normal del dinero. Como establece 1la STS antes

ey = citada, la normalidad no precisa de especial prueba mientras
ADMINISTRACION 1 a

DE TUSTICTA que es excepcionalidad la que necesita ser alegada vy
e probada, vy en el supuesto enjuiciado no concurren otras

‘@o_wff circunstancias que las relativas al caracter de crédito al
SC @ oy
+ * & consumo de la operacidén. El mayor riesgo que para el
+-.-+ prestamista pueda derivarse de ser menores las garantias
+ !'F concertadas, puede Jjustificar desde el punto de vista de 1la
r___% . s . '
Ley de la Usura, un interés superior al que puede considerarse
ADMINISTRACION ]
i i normal o de mercado, sin embargo no podemos entender

justificada la elevacidén de un tipo de interés al 18,9% vy
posteriormente del 26,9% en operaciones de financiacidén por el
uso de una tarjeta de crédito con un limite de crédito de
10.500 €, ademads de que se le hacian a la demandada cargos
peridédicos por otros conceptos como cuotas por domiciliacidn
impagadas o prima proteccidén de datos gque vya suponian un
beneficio adicional a la entidad financiera . ©No parece
concurrir ninguna de las circunstancias que Jjustifiquen
juridicamente un tipo de interés tan elevado, por lo due
entendemos que se ha producido una infraccidén del articulo 1
de la Ley de la Usura.”

En el caso enjuiciado, la TAE fijada en el cuadro de
condiciones generales del contrato en el momento de su
suscripcién era de 20’89 %, siendo modificado posteriormente
por la entidad, tal como reflejan los extractos aportados por
la misma, llegando a aplicarse una TAE del 25’9% en algunos
casos, por lo que cabe concluir gque se trata de un tipo
notoriamente superior al normal del dinero vy, por tanto,
usurario. El contrato litigioso fue firmado el 07/09/2000,
fecha en la que no existian indices del interés medio de los
créditos al consumo mediante tarjetas de crédito y revolving
publicados por el Banco de Espafia. El documento 6 de 1la
demanda refleja los tipos de interés medio aplicados por las
entidades de crédito publicados por el Banco de Espafa, que,
ciertamente, son inferiores a los estipulados en el contrato
litigioso. Nos encontramos, pues, ante un interés superior al
normal del dinero al que se une la circunstancia especialmente
relevante de que la propia demandada ha modificado
unilateralmente el tipo de interés aplicable, incrementando el
mismo, tal como se ha podido constatar.
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Debe tenerse en cuenta que, a la fecha de celebracién del
contrato, no existia una estadistica oficial del Banco de
Espafia especifica para las tarjetas de pago aplazado vy
revolving. De acuerdo con el criterio de 1la STS de 25 de
noviembre de 2015, ha de hacerse la comparativa con el interés
medio de los préstamos en aquella fecha. Como se ha visto,
tomando este término de comparacidédn, uUnico posible en aquella
fecha, el interés pactado era notoriamente desproporcionado

En consecuencia, procede estimar la pretensién principal
de la demanda, al superar el interés estipulado el tipo de
interés medio tomado como “interés normal del dinero”, lo que
determina el carédcter usurario de la operacidédn de crédito.

SEXTO.- La nulidad del contrato por usura al amparo de la
Ley de 23 de julio de 1908 es una sancidn contemplada en norma
imperativa y, por lo tanto, radical y absoluta (art. 6.3 del
Cébdigo Civil), por lo que no cabe invocar frente a ella la
doctrina de los actos propios. Asi 1lo establece reiterada
jurisprudencia que se refleja, entre otras, en la sentencia
654/2015 de 1la Sala 1% del Tribunal Supremo, de 19 de

noviembre: "Pero debe tenerse en cuenta que, tratandose de
nulidad radical (lnexistencia) no cabe 1la confirmacidén o
convalidacién posterior del contrato. Siendo doctrina

reiterada de esta Sala que la inexistencia o nulidad radical
no puede ser objeto de confirmacidén, o convalidable por 1los
actos propios.

Por lo tanto, el conocimiento por el demandante de 1los
extractos vy 1liguidaciones en modo alguno puede constituir
actos concluyentes de los se pueda extraer una consecuencia
juridicamente vinculante, ni convalidar algo radicalmente
nulo, y, menos aun, evitar la sancién legalmente prevista en
la Ley de Usura por la contravencién de norma imperativa.

SEPTIMO.- Como se ha explicado en 1los fundamentos
anteriores, se estima la demanda con base en la consideraciédn
de usurario del interés, con la consiguiente declaracidén de
nulidad del contrato; si Dbien, también procederia la
declaracidén de nulidad con base en la no superacidén del
control de transparencia e incorporacidén del clausulado del
contrato, que produciria el mismo efecto que la estimacidédn de
la demanda principal.
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ADMINISTRACION
DE JUSTICTA

ADMINISTRACION
DE XUSTIZA

De acuerdo con el art. 3 de la Ley de represidén de la
usura, “declarada, con arreglo a esta ley, la nulidad de un
contrato, el prestatario estard obligado a entregar tan sdlo

la suma recibida; y si hubiera satisfecho parte de aquélla y

los intereses vencidos, el prestamista devolvera al

prestatario lo que, tomando en cuenta el total de 1lo

percibido, exceda del capital prestado”.

En aplicacién del precepto anterior, la entidad demandada
debe devolver las cantidades que pudiera haber percibido por
intereses usurarios y comisiones. Por su parte, el demandante,
en virtud de la nulidad, ha de devolver TUnicamente el
principal pendiente de pago, descontando las cantidades que
hubiera abonado en concepto de intereses y comisiones por
virtud del contrato. Para el supuesto de que resultase mayor
la cantidad abonada por el demandante a la adeudada, la
entidad demandada deberd devolver las cantidades que, en su
caso, haya podido percibir en exceso sobre la suma adeudada
por el demandante desde el momento de la contratacidén hasta la
fecha de la presente resoluciédn.

OCTAVO.-Art. 576.1 LEC: “Desde que fuere dictada en
primera instancia, toda sentencia o resolucidn que condene al
pago de una cantidad de dinero liquida determinaréda, en favor
del acreedor, el devengo de un interés anual igual al del
interés legal del dinero incrementado en dos puntos o el que
corresponda por pacto de las partes o por disposicién especial
de la ley”.

NOVENO.- En cuanto a las costas, al haberse estimado la
demanda, se imponen a la parte demandada, de acuerdo con 1lo
dispuesto en el art. 394 LEC.

Vistos los ©preceptos citados vy demds de general vy
pertinente aplicaciédn,

FALLO

Estimo la demanda interpuesta por || GG co t:-

WIZINK BANK, S.A. En consecuencia:
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-Declaro la nulidad del contrato de tarjeta de crédito
suscrito entre las partes por existir interés remuneratorio
usurario. Consiguientemente, el demandante devolveré el
crédito efectivamente dispuesto; condenando a la demandada a
abonar a 1la actora la cantidad que exceda del total del
capital prestado teniendo en cuenta todas las cantidades vya
abonadas por todos 1los conceptos por el demandante con 1los
intereses legales previstos en el fundamento de derecho
octavo, segun se determine en ejecucidén de sentencia.

-La demandada deberd recalcular y rehacer los cuadros de
amortizacidén del crédito objeto del presente litigio desde la
fecha de su formalizacidén, aplicando a la amortizacidédn del
principal todas las cantidades entregadas por el demandante;
procediendo, tras la amortizacidén del capital prestado o
principal del préstamo, a la devolucién al demandante del
resto de las cantidades percibidas del mismo.

Se imponen las costas procesales a la parte demandada.

Notifiquese la presente resolucidn a las partes
haciéndoles saber que no es firme y, que contra ella, cabe
interponer recurso de apelacidén, del gue conocerd la Ilma.
Audiencia Provincial de Lugo, y que habréd de ser interpuesto
ante este Juzgado, en su caso, en el plazo de veinte dias a
contar desde el siguiente de su notificacién.

Asi por esta mi Sentencia, de la que se deducira
testimonio para su unidén a autos, incluyéndose el original en
el Libro de las de su clase, lo pronuncio, mando y firmo.

La difusién del texto de esta resolucidén a partes no interesadas en el proceso en el que ha
sido dictada sdélo podréa llevarse a cabo previa disociacidén de los datos de caracter personal
que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de
las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantia del anonimato de las
victimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolucién no podradn ser cedidos, ni comunicados con
fines contrarios a las leyes.
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